
 

 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 
 
Medellín, tres (3) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
Ref.: Exp.: 05001 31 03 016 2018 00489 01 
Magistrado Ponente: JOSE OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Proceso: Declarativo responsabilidad civil extracontractual.    
Demandante: JACOBO LOPERA NARANJO  y otros. 
Demandado: MARÍA MÓNICA ZAPATA MORA  y otro. 
Extracto: 1. De la aplicación de la cosa juzgada penal en el proceso civil, donde si 

en aquel la sentencia fue condenatoria, no hay lugar que en el segundo 
se cuestione la responsabilidad que se endilgara, en aras de la unicidad 
y coherencia de las decisiones dimanadas de la jurisdicción.  
2. Al establecerse la responsabilidad compartida alegada, la misma 
reduce la indemnización en el porcentaje que se establezca de 
participación de la víctima.  

 3. La decisión judicial debe atender a los principios de “reparación 
integral”, por lo que así el lesionado sea menor de edad, existen criterios 
para el reconocimiento del lucro cesante futuro, el cual procede, eso sí, 
a partir del momento en que se inicie la edad laboral.  

 4. No existiendo pifia en cuanto al juramento estimatorio, no es dable 
proferir la sanción prevista en el correspondiente supuesto normativo.  

 5. Tanto la cuantificación de los perjuicios morales como de daño a la 
vida en relación, están sujetos en su resarcimiento al arbitrio iudicis, el 
cual no puede ser caprichoso ni inmotivado.  
6. La condena en costas se impone según los criterios establecidos en el 
artículo 365 del C. G. del P.. 
7. MODIFICA PARA RECONOCER LUCRO CESANTE FUTURO, PERO 
DISMINUYE PERJUICIOS MORALES FRENTE A LA VÍCTIMA 

DIRECTA. EN LO DEMÁS SE MANTIENE LA DECISION ATACADA. 
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Procede la Sala a resolver por escrito el recurso de apelación interpuesto 

por ambas partes, contra la sentencia de primera instancia calendada el 

catorce (14) de enero de dos mil veintidós (2022), proferida por el Juzgado 

Dieciséis Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 
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ANTECEDENTES 

 

 

DE LA DEMANDA:  

 

 

JHON JAIRO LOPERA LONDOÑO, NURY ELENA NARANJO MARTÍNEZ, 

JACOBO, DANIEL y FEDERICO, los tres últimos de apellidos LOPERA 

NARANJO1,  actuando en nombre propio promovieron proceso declarativo 

en contra de doña MARÍA MÓNICA ZAPATA MORA y de la persona jurídica 

HDI SEGUROS S.A., pretendiendo que se les declare civil y solidariamente 

responsables del accidente de tránsito acaecido el 27 de noviembre de 2017, 

en el que resultó lesionado JACOBO LOPERA NARANJO. 

 

Consecuencialmente deprecaron se condene a los accionados  al pago  de 

los perjuicios causados, así:  

 

1. Para cada demandante, excepto la víctima directa, como perjuicios 

morales el equivalente a cuarenta (40) Salarios Mínimos Legales 

Mensuales Vigentes (S.M.L.M.V.), o el mayor valor que se considere. 

 

2. Para JACOBO LOPERA NARANJO por daños extrapatrimoniales, así: 

perjuicios morales el equivalente a cien (100) S.M.L.M.V., o el mayor 

valor que se considere; y daño estético o a la vida de relación ídem 

quantum o el mayor valor que se considere. 

 

3. Por daño emergente la suma de TRES MILLONES OCHOCIENTOS 

SETENTA Y UN MIL QUINIENTOS TREINTA Y DOS PESOS 

(3’871.532,oo), o lo más que se demuestre. 

                                                 
1 Los dos últimos vinculados mediante reforma a la demanda obrante a folio 31 y siguientes del 

archivo 03. CuadernoPrincipal3 – 01cuaderno principal -  01. Instancia. 
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4. Por lucro cesante consolidado SIETE MILLONES CUATROCIENTOS 

VEINTISIETE MIL QUINIENTOS PESOS ($7’427.500,oo). 

 

5. Por compensación económica o especie de lucro cesante futuro 

derivado de la pérdida de capacidad laboral SETENTA Y SEIS 

MILLONES DOSCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL 

QUINIENTOS PESOS ($76’254.500,oo). 

 

La causa petendi se basó en que el día 27 de noviembre de 2017 a las 18:10 

horas, el joven JACOBO LOPERA NARANJO quien en su comento contaba 

con 17 años de edad, se desplazaba entre los municipios de Santa Rosa de 

Osos y Don Matías, conduciendo la motocicleta de placas LVI 71E, mientras 

la señora  ZAPATA lo hacía en sentido contrario manejando el vehículo de 

placas FHF 761; sin embargo esta de forma intempestiva, realizó un giro a 

la izquierda para ingresar al establecimiento de su propiedad denominado 

“La Aldea”, invadiendo el carril del motociclista, lo que ocasionó el accidente. 

 

Como consecuencia del siniestro la motocicleta sufrió daños mientras su 

conductor padeció graves lesiones corporales, que le disminuyeron el 

disfrute de la vida. 

 

Inicialmente la víctima fue trasladada al hospital FRANCISCO ELADIO 

BARRERA de Don Matías, y luego remitido al hospital PABLO TOBÓN 

URIBE de Medellín, donde fue intervenido quirúrgicamente y permaneció 

durante veinticinco (25) días, habiendo sido sometido a cinco (5) cirugías en 

el pie izquierdo y tres (3) en la cara. 

 

Que  el lesionado sufrió  fractura abierta de rodilla derecha y trauma en todo 

el miembro inferior derecho, donde el primer reconocimiento médico legal 

realizado el 15 de febrero de 2019, refirió: “FRACTURA MAXILAR 

INFERIOR, PERDIDAS VARIOS DIENTES, HERIDAS EN LABIOS, NARIZ 
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Y PERIORVITARIO DERECHO Y MULTIPLES ESCORIACIONES” Y 

“MIEMBRO INFERIOR DERECHO CON HERIDA CON FRACTURA 

ABIERTA DE UNOS  DIEZ (10) CENTÍMETROS CON COMPROMISO 

ROTULA CON SUTURAS DE AFRONTACION”. 

 

Que como consecuencia de las lesiones JACOBO tuvo que realizar cien 

(100) sesiones de terapias, aunado que el Instituto de Medicina Legal y 

Ciencias Forenses le dictaminó incapacidad definitiva de ciento veinte (120) 

días, además de seis severas secuelas, así: 

 

a) Deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente. 

b) Deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente. 

c) Perturbación funcional del órgano de la masticación por las pérdidas y 

fracturas dentales inferiores de carácter permanente. 

d) Perturbación funcional del órgano de la marcha por artrosis y 

limitaciones de miembros inferiores de carácter permanente. 

e) Perturbación funcional del miembro inferior derecho por fracturas y 

artrosis rodilla  y tobillo de carácter permanente. 

f) Perturbación funcional del miembro inferior izquierdo por la neuropatía 

con denervación muscular  de carácter permanente. 

 

El vehículo causante del daño de placas FHF 761 era conducido por MARÍA 

MÓNICA ZAPATA MORA y asegurado con  HDI SEGUROS S.A. 

 

Que los demandantes han sufrido tristeza, dolores, angustias y pérdida de 

la calidad de vida a raíz del accidente, además que se ha incurrido en gastos 

como pago del historial del vehículo, certificado de existencia y 

representación  de la demandada, elaboración de dictamen pericial para 

cuantificar perjuicios, el de reconstrucción del accidente, y convocatoria 

audiencia  conciliación prejudicial. 
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Que el 13 de junio de 2018 la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 

Antioquia, le diagnosticó a JABOCO pérdida de  capacidad laboral del 

48.96%, y para el momento del accidente el lesionado se encontraba 

cursando décimo grado (bachillerato), aunque debido a la pérdida de 

capacidad laboral se le debe compensar  el lucro cesante derivado de tal 

mengua. 

 

  

DE LA CONTRADICCIÓN: 

 

 

La  codemandada  HDI SEGUROS S.A. señaló como cierta la ocurrencia del 

accidente, e indicó que debían probarse los demás hechos de la demanda, 

por lo que oponiéndose a la acción propuso como excepciones las que 

denominó: 

 

1) “CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA”: Argumentando que de la 

declaración de los testigos en el trámite contravencional, se desprende 

que el motociclista iba a una velocidad superior a la permitida, y 

conducía sin licencia de tránsito 

 

2) “CAUSA EXTRAÑA: COMPORTAMIENTO CULPOSO DE JACOBO 

LOPERA NARANJO COMO CAUSA EXCLUSIVA DE LOS DAÑOS 

QUE AFIRMAN HABER SUFRIDO LOS DEMANDANTES”: Arguyendo 

que el joven motociclista actuó de manera culposa al conducir la 

motocicleta sin tener licencia, y con exceso de velocidad. 

 

3) “CULPA DE LA VÍCTIMA COMO CAUSA CONCURRENTE DEL 

DAÑO: REDUCCIÓN DEL MONTO INDEMNIZABLE POR 

CONCURRENCIA DE CULPAS”.  Indicando que en caso de  

demostrarse algún comportamiento culposo de la señora  ZAPATA 

MORA,  se debe dar aplicación al artículo 2357 del C.C.. 
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4) “INCIDENCIA CAUSAL PREPONDERANTE DEL 

COMPORTAMIENTO DEL JOVEN JACOBO LOPERA NARANJO EN 

LA PRODUCCIÓN DEL HECHO”: Sosteniendo que la demandada 

ZAPATA MORA  no aportó  a la causa preponderante   del accidente, 

sino que la causa adecuada del mismo la aportó JACOBO LOPERA 

NARANJO, quien conducía  sin licencia de conducción, a exceso de 

velocidad,  y por un lugar no permitido para la circulación, lo que 

generó una peligrosidad mayor  a la ejecución de la actividad peligrosa. 

 

5) “INDEBIDA RECLAMACIÓN DE PERJUICIOS 

EXTRAPATRIMONIALES EN SU MODALIDAD DE DAÑO MORAL Y 

DAÑO A LA VIDA DE RELACIÓN, Y EXCESIVA TASACIÓN DE 

ESTOS”. Alegando que en el evento de condena, deberá considerarse 

que  los perjuicios extrapatrimoniales reclamados no se compadecen 

con el desarrollo jurisprudencial, y deben tasarse correctamente. 

 

Como excepciones relativas pero ya frente al contrato de seguro, presentó:  

 

1) “LIMITACIÓN  EN LA EVENTUAL CONDENA DE LA ASEGURADORA 

A LOS AMPAROS CONTRACTUALES DE LA PÓLIZA”. Indicando que 

ante una eventual condena, se deberá tener en cuenta el límite del 

valor asegurado, para el amparo de responsabilidad civil 

extracontractual, precisando que frente a los  perjuicios morales se 

estableció  que  la indemnización no excedería de mil (1000) 

S.M.L.M.V., independientemente del número de personas afectadas. 

 

2) “OTROS LÍMITES A LA INDEMNIZACIÓN PREVISTOS EN LA 

PÓLIZA”.  Afirmando que en caso de condena, los pagos que se 

impongan por concepto de gastos médicos, quirúrgicos, 

farmacéuticos, hospitalarios y funerarios, serán los no asumidos por el 

SOAT, siempre que no excedan el límite máximo asegurado. 
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Entonces, que solo se indemnizarán los perjuicios causados que no 

hayan sido previamente cancelados por otro mecanismo. 

 

Por su parte la codemandada ZAPATA MORA admitió la ocurrencia del 

accidente, pero excluyó su responsabilidad en el mismo, y propuso como 

excepciones de mérito las que rotuló así: 

 

1) “CAUSA EXTRAÑA: CULPA DE LA VICTIMA”: Indicando que el 

motociclista no tenía licencia de conducción,  lo que hace pensar que 

no tenía la pericia ni idoneidad para conducir. En el trámite 

contravencional los testigos señalaron que el joven iba a exceso de 

velocidad, lo que se comprueba con el  impacto al automóvil y la huella 

de arrastre de la moto que anticipan velocidad mayor a los 30km/h. 

 

2) “CONCURRENCIA DEL EJERCICIO DE ACTIVIDADES 

PELIGROSAS”. Afirmando que la conducción de vehículos es 

considerada una actividad peligrosa, y cuando hay concurrencia el 

Juez  debe examinar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en 

que se produce el daño, para establecer el grado de responsabilidad.  

 

3) “EXCESIVA TASACIÓN DE PERJUICIOS MORALES”. Alegando que 

las peticiones de los demandantes  deben ser probadas, y exceden lo 

establecido y aceptado por las altas Cortes. 

 

Igualmente objetaron el juramento estimatorio. 

 

 

DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: 

 

 

La codemandada ZAPATA MORA  llamó en garantía a la coparte HDI 

SEGUROS S.A., quien frente a la demanda se ratificó en lo ya contestado. 
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Respecto al llamamiento  indicó que se debían desestimar las pretensiones  

referidas a valores no cubiertos, exclusiones y limitaciones  establecidas en 

el contrato de seguro; y propuso como excepciones las que denominó: 

 

1. “LIMITACIÓN EN LA EVENTUAL CONDENA DE LA 

ASEGURADORA A LOS AMPAROS CONTRACTUALES DE LA 

PÓLIZA”. Arguyendo que una eventual condena, no podrá  superar 

el límite señalado para el amparo de responsabilidad civil 

extracontractual. Igualmente  para perjuicios morales se  pactaron 

sub-límites  que se deben respetar. 

 

2. “OTROS LÍMITES A LA INDEMNIZACIÓN PREVISTOS EN LA 

PÓLIZA”. Afirmando que los pagos en virtud de la póliza, operarán 

en exceso  de los efectuados por el SOAT o indemnizados por otro 

mecanismo. 

 

 

DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

 

 

Precisando conceptos sobre responsabilidad civil extracontractual por 

actividades peligrosas,  señaló que cuando ambas partes las desarrollaban, 

debiéndose analizar la incidencia objetiva del comportamiento para 

establecer su influjo definitivo, excluyente o concurrente en el daño. 

 

Que la decisión penal tiene incidencia en el juicio civil, donde de aquella la 

codemandada ZAPATA fue declarada culpable, concluyendo que esta fue 

responsable del accidente, debiéndose analizar la indemnización. 

 

Sobre la incidencia de la conducta de la víctima en la producción del 

accidente, que del artículo 2346 del C. C. solo están excluidos de 
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responsabilidad  civil  los menores de 12 años, y si el motociclista para la 

fecha de los hechos tenía 17 años, le asiste responsabilidad civil por sus 

actos, como es el conducir motocicleta sin estar debidamente autorizado 

conforme lo exige el Código  Nacional de Tránsito, máxime que de  su grado 

de escolaridad (10° grado), contaba con la  capacidad de discernir la 

actividad peligrosa, debiéndose comportar con responsabilidad acatando las 

normas de tránsito; actitud que no asumió  de acuerdo con lo señalado por 

los testigos YESICA PRECIADO y LUÍS RAMIRO PÉREZ, quienes dijeron 

que iba a exceso de velocidad, y por ello se salió de la calzada y  golpeó el 

vehículo que conducía la demandada; aunque el testimonio del último fue 

tachado de sospechoso, por lo que se analizará  con mayor estrictez. 

 

Que las declaraciones de los guardas de tránsito, señalan que en el  sitio del 

accidente se observa huella de arrastre de parte metálica de la motocicleta, 

que va hasta el centro de la calzada derecha de la vía Medellín- Santa Rosa, 

lo que fue corroborado por un experto  en el proceso penal, lo que desdibuja 

lo dicho por el testigo  PÉREZ respecto a que la colisión fue  por fuera de la 

vía y que ambos “volaron por los aires”. 

 

No obstante, frente al exceso de velocidad de la víctima, es de recibo lo dicho 

por la testigo  YESICA  PRECIADO quien  circulaba por el mismo sector, y 

dijo que el lesionado la sobrepasó a mucha velocidad, lo que fue ratificado 

por  SEBASTIÁN ARBOLEDA, testigo  presencial de los hechos que declaró 

en el proceso penal. 

 

Que así no se tenga certeza de la velocidad exacta a la que transitaba el 

motociclista, las reglas de la experiencia enseñan que  generalmente sufre 

el mayor impacto quien conduce la moto, y mientras mayor sea su velocidad,  

mayores son los daños que padece, por lo que no es necesario para 

determinar el exceso de velocidad un informe de perito, y que en este caso 

se infiere de los testimonios de PRECIADO y PÉREZ,  y de las mismas 
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lesiones sufridas por la víctima, concluyendo que conducía  a alta velocidad, 

de forma temeraria, e irresponsable. 

 

Que también da cuenta de la alta velocidad que  la víctima no referenció que  

hubiera intentado detener la motocicleta evitar la colisión, señalando que no 

pudo hacer ninguna maniobra para evitarla, por lo que concluyó que aquel 

también concurrió  a crear el riesgo, al no  guardar de forma suficiente su 

integridad al desarrollar una actividad peligrosa en un vehículo de menor 

envergadura, y conforme el artículo 2356 del C.C. se establece “culpa 

compartida”, lo que genera reducción de la indemnización. 

 

De igual manera, a la luz del artículo 2347 del C.C. analizó la responsabilidad 

de los padres del menor JACOBO, señalando que  al ser los responsables 

de su educación y seguridad no debieron permitir que condujera la 

motocicleta sin la respectiva licencia, pues tal acreditación avala la 

experiencia y responsabilidad para hacerlo, circunstancia que se tiene en 

cuenta al momento de  determinarse la indemnización. 

 

Frente a la prueba de los perjuicios, con fundamento en  el artículo 54 del 

Decreto 1352 de 2013, y el parágrafo  del artículo 2.2.5.1.52 del Decreto 

1072 de 2015, no puede tenerse en cuenta el dictamen de pérdida de la 

capacidad laboral aportado, porque  el mismo fue solicitado como prueba en 

el proceso penal y no del civil, con lo que el daño no fue  demostrado. 

 

En cuanto a los perjuicios morales, las lesiones sufridas por JACOBO fueron 

graves, hasta el punto que  tiene secuelas psíquicas permanentes  como lo 

informa el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, por lo que 

reconoce para él 100 S.M.L.M.V., y para sus padres  40 S.M.L.M.V.. 

 

Respecto a los hermanos DANIEL y FEDERICO LOPERA, pese a que se 

allegó prueba del parentesco, no existe claridad respecto  al estrecho vínculo 
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con el lesionado, ni  se avizora afectación por la situación de este, por lo que 

les reconoce a cada uno  el equivalente a 10 S.M.L.M.V.. 

 

Frente al daño a la vida de relación, es claro que las secuelas permanentes 

que presenta JACOBO, le generan molestias  desde el punto de vista físico  

y social, pero que ya ha recuperado algunas actividades por lo que se le 

reconoce el equivalente a 60 S.M.L.M.V.. 

 

En virtud de la contribución de ambas partes en el resultado la indemnización 

será reducida en un 50%. 

 

Frente a la aseguradora, teniendo en cuenta las condenas y topes 

estipulados en el contrato de seguro las excepciones no prosperan, por lo 

que deberá cancelar en favor de los demandantes los montos totales 

ordenados, considerando el deducible que será a cargo del asegurado. 

 

Lo solicitado por daño emergente constituye costas procesales, y por tanto 

bajo ese concepto se reconocerá lo cancelado por historial del vehículo, 

convocatoria a la audiencia de conciliación extrajudicial, certificado de 

existencia y representación; y no se reconoce  lo cancelado por lo informes 

periciales por las circunstancias en que fueron presentados dentro del 

proceso; pues la misma parte demandante desistió del de la reconstrucción 

del accidente y el elaborado por CARLOS ROBERTO MURILLO GONZÁLEZ 

no pudo sustentarse debido a su fallecimiento. 

 

 

DE LA APELACIÓN:  

 

 

La sentencia fue apelada por ambas partes, quienes presentaron reparos, 

en los siguientes términos:  
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Parte demandante: 

 

 

Cuestionó la negativa a reconocerle el lucro cesante, pues se encuentra 

probada la pérdida de capacidad laboral de la víctima  en un 48.96%, según 

certificación  de la Junta Regional  de Calificación  de Invalidez de Antioquia, 

aunado que la norma para no tener en cuenta el correspondiente dictamen, 

va en contravía de la reparación integral consagrada en el  artículo 16 de la 

ley 446 de 1998, y no se puede desconocer la realidad, máxime cuando tal 

dictamen no tuvo reparo por los demandados, por lo que deberá tenerse en 

cuenta como prueba trasladada. 

 

 

Codemandada MARÍA MÓNICA ZAPATA MORA: 

 

 

1. Inexistencia de la cosa juzgada del fallo penal en este asunto civil. 

 

2. Sobre la incidencia causal asignada a los demandantes (reducción del 

monto indemnizable). 

 

3. El monto concedido por perjuicios morales a JACOBO LOPERA 

NARANJO, JHON JAIRO LOPERA LONDOÑO y NURY ELENA 

NARANJO MARTÍNEZ, así como la existencia y extensión de 

perjuicios morales a FEDERICO y DANIEL LOPERA NARANJO. 

 

4. El monto concedido por daño a la vida de relación. 

 

5. Falta de pronunciamiento sobre la sanción del juramento estimatorio. 
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Parte demandada HDI SEGUROS S.A.: 

 

 

1. Solo se analizó el exceso de velocidad de la víctima, pero nada se dijo 

frente al tránsito sin luces, chaleco reflectivo, ni uso de casco; 

circunstancias que son fundamentales en la ocurrencia del siniestro 

para determinar que la conducta de aquel fue exclusiva. 

 

2. No hubo consenso sobre que el lesionado conducía moto desde los 14 

años, quedando acreditado que su madre momentos antes del 

accidente supo que estaba conduciendo sin licencia, y aun así lo 

permitió, lo que se debe considerar de cara a la incidencia causal. 

 

3. El a quo dijo no darle credibilidad al testimonio de LUIS RAMIRO 

PÉREZ, con fundamento en una afirmaciones de un experto en el 

proceso penal  que al parecer es JORGE MARIO VALLEJO POSADA,  

pero no tuvo en cuenta que la actora desistió de ese medio probatorio, 

y que la aseguradora no fue parte en el proceso penal y solicitó  

contradicción de ese dictamen, lo que no se llevó a cabo debido al 

desistimiento. 

 

4. No se podía tener en cuenta como prueba el informe pericial del 

médico HERMES DE J. GRAJALES JIMENEZ, porque inicialmente se 

decretó como prueba pero la misma se negó en virtud de recurso de 

reposición.  

 

5. La tasación de perjuicios extrapatrimoniales resulta exagerada, 

teniendo en cuenta las pruebas practicadas y la jurisprudencia. 

 

Ya en la sustentación de la alzada las partes se pronunciaron así:   
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La parte demandante indicó que la señora  ZAPATA MORA no respetó la 

prelación del motociclista, al transitar por la calzada con línea  divisoria doble 

y continua que le prohibía adelantar  y  cruzar la vía, invadiendo esta  sin 

tomar estrictas y debidas  precauciones;  y que con la historia clínica y  

reconocimientos médico legales, están demostradas las afecciones  

corporales y de salud causadas  a JACOBO LOPERA NARANJO, a lo que 

se suma que la Junta Regional de Calificación  de Invalidez de Antioquia, 

calificó su pérdida de capacidad laboral en el 48.96%, por lesiones que  

tienen nexo directo con el accidente. 

 

Que los testimonios  de  LUÍS RAMIRO PÉREZ SOSA y YESIKA PRECIADO 

SEPÚLVEDA  son sospechosos,  porque recuerdan de forma patente 

hechos que ocurrieron hace cuatro años, y la parte demandada no logró 

probar el exceso de velocidad, ni la falta de experiencia e idoneidad, siendo 

que la ausencia de pase no hace responsable a la víctima, quien tampoco 

incurrió en violación de normas de tránsito, lo que la hace enteramente 

inocente, sin que tuviera injerencia causal, menos  sus familiares afectados. 

 

El dictamen de pérdida de capacidad laboral  realizado  por la Junta Regional 

de Calificación de Invalidez de Antioquia, ingresó como prueba trasladada y 

la contraparte no tuvo reparo alguno; además el dictamen sobre perjuicios 

elaborado por CARLOS ROBERTO MURILLO GONZÁLEZ no se pudo 

contradecir en la audiencia por fallecimiento del auxiliar, lo que fue puesto 

en conocimiento de la parte demandada quien guardó silencio. 

 

Solicita se reconozca el perjuicio moral subjetivo para la víctima  y  todos los 

perjudicados, porque está acreditada la estrecha relación afectiva entre 

ellos, además está probada la dimensión  e intensidad de las lesiones. 

 

La codemandada HDI SEGUROS S.A. indicó que el a quo para determinar 

el porcentaje de reducción de la indemnización,  concluyó que la conducta 

culposa del lesionado consistió en  conducir la motocicleta  sin contar con 



15  05001 31 03 016 2018 00489 01 

 

 

  

licencia de conducción, ni tener la aptitud  para hacerlo  y transitando de 

forma irresponsable a alta velocidad; pero no  tuvo en cuenta otros aspectos 

relevantes como que iba sin casco, chaleco reflectivo y ni luces, los que 

importaban considerando que eran más de la 6:00 pm, por lo que la falta de 

tales elementos también determinaron la colisión, siendo de mayor la 

incidencia de la conducta del motociclista.  

 

Prueba de lo anterior son los testimonios de LUÍS RAMIRO PÉREZ y 

YESSICA PRECIADO  quienes  fueron testigos directos del accidente. 

 

Que se tuvo por probado, sin estarlo, que JACOBO conducía motocicletas 

desde los 14 años, aunque su madre dijo que solo ese día supo que lo hacía, 

recalcando que la conducta de las víctimas indirectas tuvo una incidencia 

mayor en el hecho dañoso, pues se probó que DANIEL  LOPERA  le prestó 

a su hermano la moto en la que se accidentó, a sabiendas de  que no tenía 

la aptitud para conducir, y su madre le permitió ejercer tal actividad, 

circunstancias que se deben de considerar para establecer la mayor 

responsabilidad en las víctimas indirectas. 

 

Que no se le dio credibilidad al testimonio de LUÍS RAMIRO PÉREZ (quien 

dijo que el accidente ocurrió por fuera de la vía), porque el perito JORGE 

MARIO VALLEJO mencionó un huella de arrastre, pero  no se tuvo en cuenta 

que la actora desistió de ese medio de prueba, y frente a ella la demandada 

no tuvo oportunidad de contradicción, por lo que no puede ser considerada. 

 

Indicó que las versiones de los testigos son coincidentes en señalar que el 

motociclista iba por fuera de su carril,  por haber caído previamente debido 

a una imperfección de la vía, lo que generó  la pérdida del equilibrio y control 

de la moto, y como consecuencia JACOBO  colisionó contra el vehículo de 

la demandada, y aquel voló y cayó en medio de la vía, y la moto  rebotó y se 

resbaló hasta la mitad de la carretera, de lo que el a quo no se pronunció  
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sobre esa parte del testimonio de YESSICA PRECIADO, y se debe tener en 

cuenta para determinar la incidencia causal de la parte actora. 

 

No se debió considerar el dictamen del médico HERMES DE J. GRAJALES  

como fundamento de los perjuicios, porque  no fue objeto de contradicción 

por parte de las demandadas, porque pese a ser una prueba decretada, 

posteriormente se negó en virtud de un  recurso de reposición. 

 

Que la tasación de los perjuicios extrapatrimoniales, previo a la reducción, 

excede lo reconocido por la jurisprudencia, incluso en casos donde se 

presenta el fallecimiento de la víctima, sobre todo cuando frente a los 

hermanos del lesionado se demostró que no tienen  una relación profunda, 

pues FEDERICO y JACOBO  no conviven, así como ninguno de aquellos ha 

tenido  un proceso activo en su recuperación, por lo que la afectación que 

tuvieron fue poca. 

 

La codemandada ZAPATA MORA indicó que desiste del reparo  referente 

a la incidencia del fallo penal en el proceso civil, teniendo en cuenta que 

dicho aspecto no fue apelado por ninguna de las partes, y frente a la 

incidencia causal asignada a los demandantes, se valoraron parcialmente 

las declaraciones de LUÍS RAMIRO PÉREZ SOSA y YESICA PRECIADO 

SEPÚLVEDA, pues de haberlo realizado a la luz de la sana crítica, la 

reducción de la indemnización hubiese sido mayor. 

 

Se demostró que JACOBO transitaba a exceso de velocidad además de no 

portar casco, chaleco reflectivo (teniendo en cuenta la hora), tenía las luces 

apagadas, e iba por la berma que está destinada a los peatones, demás que 

el dictamen de reconstrucción de accidente de tránsito en que se basó el 

fallo, fue desistido por la demandante por lo que no podía ser tenido en 

cuenta. 
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Que el croquis  muestra  un  lugar  probable de  impacto, pero tal 

circunstancia fue desvirtuada por  los  testigos,  quienes  de  manera  

concurrente  y coherente señalaron que el choque se dio en la berma de la 

calzada, sumado que la víctima no contaba con licencia de conducción, lo 

que hace presumir  falta de conocimientos  técnicos y teóricos; y los padres 

fueron permisivos con dicha conducta, lo que demuestra que la incidencia 

causal de la víctima fue mayor. 

 

Sobre el monto de perjuicios morales concedidos a JACOBO,  JHON  JAIRO  

y  NURY  ELENA, que es exagerado considerando lo establecido en la 

jurisprudencia, que ni en eventos de fallecimientos otorga tales montos, 

mientras los concedidos a FEDERICO y DANIEL, de la prueba recaudada 

se infiere que su relación con la víctima directa es inexistente o menor  a lo 

considerado. 

 

Sobre el testigo RAFAEL MÚNERA que dijo no conocer a  DANIEL LOPERA 

NARANJO, además que este no asistió a la audiencia  inicial ni rindió 

interrogatorio, por lo que deben aplicarse las consecuencia jurídicas 

negativas, y no reconocerse perjuicio alguno; mientras FEDERICO vive 

alejado de JACOBO, lo que desdibuja  la cercanía  de la relación filial. 

 

Sobre el monto concedido por daño a la vida de relación, debe tenerse en 

cuenta la rehabilitación satisfactoria del lesionado, quien se ha reincorporado 

a su vida normal, incluso se le ha visto manejando moto de nuevo, además 

que faltó pronunciamiento sobre la sanción del juramento estimatorio dado 

que no se concedió lo solicitado por lucro cesante  por ser improcedente la 

prueba, debiéndose aplicar tal consecuencia. 

 

Así las cosas, agotado el trámite de instancia, se resolverá la alzada, previas:  

 

 

CONSIDERACIONES 
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INTROITO: 

 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos y sobre ellos no hay 

lugar a reparo alguno; así mismo, examinada la actuación procesal en 

ambas instancias, no se observa irregularidad que pueda invalidar lo 

actuado, por lo que están presentes las condiciones necesarias para proferir 

sentencia de segunda instancia. 

 

Tratándose de la apelación de sentencias, el artículo 322 procesal civil deja 

en claro que la sustentación se hace frente a los reparos que se hubieran 

presentado2, lo cual es armónico con el inciso final del artículo 327 ibidem 

en cuanto a que “El apelante deberá sujetar su alegación a desarrollar los 

argumentos expuestos ante el juez de primera instancia.”; entonces, lo aquí 

a considerar es lo relacionado con los cuestionamientos que se presentaran 

frente a la decisión de primera instancia, y que se hubiera sustentado. Por 

ende, a lo mismo se circunscribirá la resolución de la alzada.  

 

Dados los reparos presentados, por razones metodológicas, los mismos 

deben abordarse, primero en lo referente a la responsabilidad propiamente 

dicha, en el sentido si se configura la culpa exclusiva de la víctima, ora, la 

reducción de la indemnización ante una concausa, donde solo superado lo 

anterior, ahí sí nos referiremos a las indemnizaciones en el evento que haya 

lugar a las mismas, y a la eventual sanción derivada del juramento 

estimatorio. 

 

                                                 
2 El correspondiente supuesto normativo reza: “Cuando se apele una sentencia, el apelante, al 

momento de interponer el recurso en la audiencia, si hubiere sido proferida en ella, o dentro de 

los tres (3) días siguientes a su finalización o a la notificación de la que hubiere sido dictada por 

fuera de audiencia, deberá precisar, de manera breve, los reparos concretos que le hace a la 

decisión, sobre los cuales versará la sustentación que hará ante el superior.” 
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Por lo anterior, los problemas jurídicos a resolver se presentan así:  

 

¿Qué efectos tiene el fallo penal condenatorio de la conductora-demandada, 

en este asunto civil en términos de cosa juzgada? 

¿Se configuró en las presentes la culpa exclusiva de la víctima? 

¿Es dable reconocer en las presentes incidencia causal a cargo de los 

demandantes que reduzca el monto indemnizable? 

 

Dependiendo de lo anterior, surgirían los siguientes interrogantes: 

 

¿Es factible reconocer el lucro cesante a la víctima directa siendo este menor 

de edad, encontrándose probada la pérdida de capacidad laboral? 

¿El reconocimiento de perjuicios morales a los demandantes tiene 

justificación según las pruebas recaudadas, y su tasación se aviene a los 

precedentes proferidos en la materia? 

¿Fueron adecuados los criterios para el reconocimiento del perjuicio por 

daño a la vida de relación? 

¿Procedía en las presentes la sanción prevista ante la eventual pifia del 

juramento estimatorio? 

 

Finalizando la presente introducción, para resolver lo anterior se 

considerarán las pruebas recaudadas, pues no se puede olvidar la máxima 

que se desprende del artículo 164 del C. G. del P., en el sentido que “Toda 

decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente 

allegadas al proceso.”, lo cual será derrotero para decidir.  

 

 

DE LA RESPONSABILIDAD RECLAMADA:  

 

 

La responsabilidad aquiliana descansa en la necesidad de reparar el daño, 

requiriendo que se tengan por satisfechos los siguientes presupuestos: dolo 
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o culpa del llamado a responder; daño o perjuicio sufrido por la víctima; y, 

relación de causalidad entre aquéllos y éste.  

 

No obstante, tratándose de actividades peligrosas (artículo 2356 C.C.), 

entre la que está la conducción de vehículos automotores como claramente 

lo ha decantado la jurisprudencia3, tal responsabilidad requiere la 

consolidación de los siguientes requisitos; i) perjuicio, ii) causado en 

ejercicio de actividad peligrosa; y, iii) proveniente de actividad del 

demandado. No obstante, el accionado puede utilizar medios de defensa 

con el objetivo de enervar las pretensiones.  

 

Ahora bien, es posible que se presente concurrencia de actividades 

peligrosas, es decir, que ambas partes la ejerzan, punto del que la doctrina 

ha indicado:  

 

 “(…) e) En las actividades peligrosas concurrentes, el régimen jurídico aplicable es 
el consagrado en el artículo 2356 del Código Civil y, en su caso, las normas jurídicas 
que existan sobre la actividad concreta. 
 
“La problemática, en tales casos, no se desplaza, convierte o deviene en la 
responsabilidad por culpa, ni tampoco se aplica en estrictez su regulación cuando 
el juzgador encuentra probada una culpa del autor o de la víctima, en cuyo caso, la 
apreciará no en cuanto al juicio de reproche que de allí pudiere desprenderse sino 
en la virtualidad objetiva de la conducta y en la secuencia causal que se haya 
producido para la generación del daño, para determinar, en su discreta, autónoma 
y ponderada tarea axiológica de evaluar las probanzas según las reglas de 
experiencia, la sana crítica y la persuasión racional, cuando es causa única o 
concurrente del daño, y, en este último supuesto, su incidencia, para definir si hay 
lugar a responsabilidad o no. 
 
“Más exactamente, el fallador apreciará el marco de circunstancias en que se 
produce el daño, sus condiciones de modo, tiempo y lugar, la naturaleza, 
equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas concurrentes, sus 
características, complejidad, grado o magnitud de riesgo o peligro, los riesgos 
específicos, las situaciones concretas de especial riesgo y peligrosidad, y en 
particular, la incidencia causal de la conducta de los sujetos, precisando cuál es la 

                                                 
3 Sobre el punto se ha indicado: “… Es pacífica la posición doctrinal que asume que el artículo 

2356 obliga a quien realiza una actividad peligrosa a indemnizar el daño que ocasiona a terceros 

en razón del despliegue de esa conducta. A tal respecto, esta Corte ha declarado en varias 

sentencias que cuando el daño proviene de ‘actividades caracterizadas por su peligrosidad’, de 

que es ejemplo el uso y manejo de un automóvil, el disparo de una arma de fuego o el empleo de 

una locomotora de vapor o de un motor, el hecho dañoso lleva en sí una presunción de culpa que 

releva a la víctima de la necesidad de tener que probar la del autor del daño.” (Sala Civil. 

Sentencia SC002-2018 del 12 de enero de 2018) 
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determinante (imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto de vista 
normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta responsabilidad (…) se 
remite al riesgo o peligro.  
 
“A este propósito, cuando la causa del daño es la conducta o actividad que se halle 
en la exclusiva esfera de riesgo de uno de los sujetos, éste será responsable único 
y a contrario sensu, concurriendo ambas, se determina su contribución o 
participación para mitigar o atenuar el deber de repararlo. 
 
“De esta manera, el juzgador valorará la conducta de las partes en su materialidad 
objetiva y, en caso de encontrar probada también una culpa o dolo del sujeto, 
establecerá su relevancia no en razón al factor culposo o doloso, sino al 
comportamiento objetivamente considerado en todo cuanto respecta a su incidencia 
causal. 
 
“Todo lo dicho en precedencia, pone de presente que en la estructuración de la 
responsabilidad por actividad peligrosa y en su exoneración, existen directrices 
diferenciales concretas, pues, de otra manera, no existiría fundamento plausible 
para entender por qué de acuerdo con el marco de circunstancias y la valoración 
probatoria del juzgador, se tipifica a pesar de un comportamiento diligente ni 
tampoco porqué subsiste aún en circunstancias de una “culpa” concurrente de la 
víctima. …  (casación civil, sentencia de 24 de agosto de 2009, exp. 11001-3103-

038-2001-01054-01). Corte Suprema, Sala Civil, sentencia del 19 mayo de 2.011. 
 

En tales términos, en el caso que nos ocupa, ambas partes ejercían actividad 

peligrosa, pero solo uno de ellos resultó lesionado en su humanidad, el 

motociclista JACOBO LOPERA NARANJO, lo que genera en cabeza del 

demandado la presunción de responsabilidad frente a cualquier daño que se 

ocasione, siendo necesario para desvirtuar tal designio, probar que el 

menoscabo proviene de un elemento extraño diferente a la mera actividad 

de conducción, a saber: fuerza mayor, caso fortuito, culpa de un tercero o 

exclusiva de la víctima. 

 

La culpa o hecho exclusivo de la víctima debe ser absolutamente 

determinante, y se caracteriza por ser irresistible, imprevisible y exterior para 

liberar de responsabilidad al llamado a responder, lo que en los términos de 

la jurisprudencia se ha expresado: 

 

“Por el contrario, si la víctima intervino (con o sin culpa) en la creación del riesgo 
que ocasionó el daño que sufrió, entonces será considerada autora, partícipe o 
responsable exclusiva de su realización, casos en los cuales no habrá lugar a 
imputarle la responsabilidad a nadie más que a ella, por ser agente productora de 
su autolesión o destrucción, bien sea de manera exclusiva ora con la colaboración 
de alguien más… 
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“Ahora bien, cuando la víctima no tuvo la posibilidad de crear o evitar producir el 
perjuicio que padeció, pues su realización estuvo por fuera de su capacidad de 
elección o decisión, pero sí pudo haber evitado exponerse al daño 
imprudentemente, el juicio de atribución se desplaza de la órbita de los riesgos 
creados por el agente a la órbita del propio riesgo que creó la víctima al quebrantar 
sus deberes de autocuidado. El juicio anterior de autoría o participación se ubicaba 
en la perspectiva del riesgo creado por el agente, que era visto como un peligro para 
la víctima; pero ahora, desde la perspectiva de los deberes de conducta de la 
víctima, se evalúa su propio riesgo de exponerse al daño creado por otra persona, 
y en este ámbito habrá de valorarse su incidencia en el desencadenamiento del 
resultado adverso. 
 
“Con otras palabras: la víctima es autora o partícipe exclusiva del riesgo que 
ocasionó el daño cuando tuvo la posibilidad de crearlo o de evitar su producción y, 
por lo tanto, es totalmente responsable de su propia desgracia. Por el contrario, 
cuando la víctima no intervino en la creación del peligro que sufrió porque no estuvo 
dentro de sus posibilidades de decisión, elección, control o realización, entonces no 
puede considerarse autora o partícipe del daño cuyo riesgo creó otra persona; y en 
tal caso sólo habrá de analizarse si se expuso a él con imprudencia, es decir si creó 
su propio riesgo mediante la infracción de un deber de conducta distinto al del 
agente, pues en este caso los patrones de comportamiento que hay que analizar 
son los que le imponen tener el cuidado de no exponerse al daño. De otro modo no 
tendría ningún sentido ni utilidad la distinción estructural entre la figura de la 
coparticipación solidaria (artículo 2344 del Código Civil) y la reducción de la 
indemnización por la exposición imprudente de la víctima al daño (artículo 2357 
ejusdem).” (Sala Civil. Sentencia SC002-2018 del 12 de enero de 2018). 

 

En tal sentido, la línea jurisprudencial resulta clara, en cuanto a que 

tratándose de actividades peligrosas, a la víctima no le corresponde 

demostrar la culpa, pues solo debe probar: 1) la actividad peligrosa, 2) el 

daño, y, 3) la relación de causalidad. Es el llamado a responder quien debe 

demostrar el rompimiento de nexo causal, que la conducta no le es atribuible, 

o no es el autor del daño, y así las actividades sean concurrentes, debe 

proceder de tal manera cuando se le demanda. 

 

 

DE LA RESOLUCIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS:  

 

 

DE LOS EFECTOS DEL FALLO PENAL FRENTE AL PROCESO CIVIL: 

 

 

Para despejar el primer problema jurídico formulado relacionado con los 

efectos del fallo penal condenatorio de la conductora-demandada, frente a 
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este asunto civil y así considerarse la cosa juzgada, como prueba allegada 

a las presentes contamos con la sentencia punitiva condenatoria fechada el 

26 de octubre de 2020 dimanada del Juzgado PROMISCUO MUNICIPAL 

CON FUNCIONES DE CONOCIMIENTO DE DONMATÍAS (Antioquia), la 

cual, entre otras, condenó a la hoy codemandada ZAPATA MORA, como 

autora responsable del delito de lesiones personales culposas en la 

humanidad de JACOBO LOPERA NARANJO4, a la pena principal de ONCE 

(11) MESES Y VEINTISIETE PUNTO SEIS (27.6) DÍAS, de prisión, y multa 

de OCHO PUNTO CERO SEIS (8.06) S.M.L.M.V..  

 

Tal sentencia estuvo relacionada con los sucesos ocurridos el día 27 de 

noviembre del año 2017, a las 18:10 horas, correspondiendo con la causa 

petendi que nos ocupa.  

 

Para el efecto de dicha condena, la señora Jueza después de valorar el 

acervo probatoria, a guisa de conclusión indicó:  

 

“MARIA MONICA ZAPATA MORA, en conclusión, actuó con culpa, ello es 
infringiendo el deber objetivo de cuidado que le exigían las normas de tránsito (arts. 
55, 60 y 61), al actuar con precipitación, con ligereza, sin cálculo y/o sin 
precauciones., ocasionándose con su actuar imprudente un resultado previsible que 
vulneró la integridad física del joven JACOBO LOPERA NARANJO.  
 
“Considera entonces esta agencia judicial, suficientemente acreditada la 
responsabilidad de la encausada, debiendo responder a título de autor del designio 
y ejecución criminosa –Art. 29 C. P. Por todo lo dicho, se entienden satisfechas las 
exigencias previstas en el artículo 381 del nuevo Código Procesal Penal, al no haber 

                                                 
4 Tales lesiones fueron: “1. incapacidad médico legal definitiva de ciento veinte (120) días. 

Secuelas médico legales (art. 112 inciso 3°) 2. DEFORMIDAD FISICA QUE AFECTA EL 

ROSTRO DE CARÁCTER PERMANENTE. (ART. 113 C.P. MODIFICADO LEY 1639 DE 2013 

ART. 2 INCISOS 2° Y 4°) 3. DEFORMIDAD FISICA QUE AFECTA EL CUERPO DE CARÁCTER 

PERMANENTE. (ART. 113 C.P. MODIFICADO LEY 1639 DE 2013 ART. 2 INCISOS 2°) 4. 

PERTURBCIÓN FUNCIONAL DEL ORGANO DE LA MASTICACIÓN POR LA PÉRDIDAS Y 

FRACTURAS DENTALES INFERIORES DE CARÁCTER PERMANENTE. (art. 114 C.P. inciso 

2°) 5. PERTURBACION FUNCIONAL DEL ORGANO DE LA MARCHA POR ARTROSIS Y 

LIMITACIONES DE MIEMBROS INFERIORES DE CARÁCTER PERMANENTE. (Art. 114 C.P. 

inciso 2°) 6. PERTURBACIÓN FUNCIONAL DEL MIEMBRO INFERIOR DERECHO POR 

FRACTURAS Y ARTROSIS RODILLA Y TOBILLO DE CARÁCTER PERMANENTE. (Art. 114 

C.P. inciso 2°) 7. PERTURBACION FUNCIONAL DEL MIEMBRO INFERIOR IZQUIERDO POR 

LA NEUROPATÍA CON DENERVACIÓN MUSCULAR DE MUSCULOS DE LA PIERNA DE 

CARÁCTER PERMANENTE. (Art. 114 C.P. inciso 2°) 8. PERTURBACION PSQUICA DE 

CARÁCTER PERMANENTE. (Art. 115 C.P. inciso 2)”. Ver fallo “archivo 05 

SentenciaJuzgadoPenal” expediente digital. 
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duda de la existencia de la conducta punible en las circunstancias de modo, tiempo 
y lugar descritas, - delito de Lesiones Personales Culposas, en la integridad física 
de JACOBO LOPERA NARANJO; en consecuencia, deberá proferirse en su contra 
Sentencia Condenatoria.” 

 

Tal decisión jurisdiccional, debe ser considerada de cara a las presentes, 

como lo ha indicado el máximo órgano de nuestra especialidad, la Sala Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, que en sentencia del 1º de agosto de 2018, 

expresó:  

 

 “La fuerza de cosa juzgada que se reconoce a ciertos pronunciamientos de los 
jueces penales en lo que concierne a la acción criminal, sobre el proceso civil 
indemnizatorio, no surge de la simple aplicación de los principios que gobiernan el 
instituto de la cosa juzgada en materia civil, pues las diferencias que 
ontológicamente caracterizan la actividad jurisdiccional en uno y otro proceso, 
determinadas fundamentalmente por el bien jurídicamente tutelado, descartan la 
coincidencia de los elementos procesales en los cuales subyace el instituto 
mencionado. 
 
“El fundamento de tal autoridad, como lo precisa la doctrina ‘... reside en un motivo 
de orden público sumamente simple. Los tribunales represivos, cuando resuelven 
la acción pública, fallan dentro de un interés social; no juzgan entre dos partes 
determinadas, sino entre una parte y la sociedad entera. Lo que deciden para fallar 
sobre la acción pública debe, pues, imponerse a todos. Nadie puede ser llevado a 
discutir las disposiciones penales de la sentencia, incluso en sus consecuencias 
sobre los intereses civiles. Por eso, la autoridad de la cosa juzgada en lo criminal 
es absoluta sobre lo civil; se impone sean cuales sean las partes, sean cuales sean 
el objeto y la causa de la demanda civil’ (Henri y León Mazeaud, André Tunc, 
Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil Delictual y Contractual, Tomo 
Segundo, Volumen II, pág. 354). 
 
“Mientras que la sentencia condenatoria penal comporta un valor absoluto de cosa 
juzgada, la absolutoria o liberatoria de la responsabilidad penal del procesado, en 
cuanto a sus efectos en el campo civil, estaba sujeta a la reglamentación establecida 
por el art. 57 del C. de P. Penal, (hoy ídem artículo de la ley 599 de 2000), el cual 
consagraba que la acción civil no puede iniciarse ni proseguirse, cuando en 
providencia que haya adquirido firmeza, el reo ha sido eximido de responsabilidad 
penal, bien porque el hecho investigado no existió, ora porque el sindicado no lo 
cometió, u obró en legítima defensa o en estricto cumplimiento de un deber. De 
manera que al momento de decidir, dado el valor relativo que a la sentencia 
absolutoria le atribuye la ley, el juez civil debe verificar si el pronunciamiento del juez 
penal encaja en alguna de las hipótesis que taxativamente se consagran en dicho 
precepto, pues sólo en tales supuestos puede argüir su influjo sobre la acción civil 

(CSJ, SC del 12 de agosto de 2003, Rad. n.° 7346).”5 
 

Así las cosas, se tiene que la institución de la cosa juzgada no busca 

supremacía de una especialidad sobre otra, sino que propende por la unidad 

                                                 
5 SC3062-2018 del 1º de agosto de 2018 
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y coherencia, entendiendo que la jurisdicción es una sola, pues la 

especialización es con en aras de la funcionalidad operatividad. 

 

De tal manera, la sentencia penal hace tránsito a cosa juzgada en lo civil, 

especialmente cuando se trata de un trámite de responsabilidad por el 

ejercicio de actividades peligrosas, debiéndose considerarse los elementos 

comunes en uno y otro proceso, con lo que se persigue la protección del 

principio de seguridad jurídica, en tanto que no deben existir decisiones 

judiciales contradictorias cuando se juzga un mismo hecho, así se base en 

normas sustantivas de carácter diferente. 

 

Lo anterior no obsta para que en el trámite civil se analice la posibilidad de 

reducción de la indemnización con base en lo dispuesto en el artículo 2357 

del C. C., cuando se advierta cierta participación de la víctima en la 

producción del hecho dañoso, punto al que volveremos más adelante. 

 

Entonces, en ese sentido, considerando el efecto de cosa juzgada ya 

aludido, no es factible reconocer la culpa exclusiva de la víctima, dada 

precisamente, la responsabilidad penal antes aludida, con lo que también se 

resuelve el segundo problema jurídico puesto en consideración, 

debiéndonos adentrar en el tercero, esto es el relacionado con la incidencia 

causal a cargo de los demandantes que reduzca el monto indemnizable.  

 

 

DE LA CONCAUSA:  

 

 

En el presente caso no hay debate en cuanto a que el día el día 27 de 

noviembre del año 2017, a las 18:10 horas, el joven JACOBO LOPERA 

NARANJO, se desplazaba como conductor y único ocupante de la 

motocicleta de placa LVI 71E, ello en la vía que de Santa Rosa de Osos 

conduce a Don Matías, cuando colisionó con el rodante de placas FHF 761 

guiado por la señora  ZAPATA, sufriendo aquel las lesiones atrás aludidas.  
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Obra en el expediente el Informe Policial de Accidente de Tránsito A17-0130 

en el que se marcaron como características de la vía: rural, recta, pendiente, 

con berma doble sentido, una calzada, dos carriles, asfalto en buen estado, 

siendo de resaltar la línea doble central amarilla. Adicionalmente se marca 

como lugar de impacto en el carro el lado lateral derecho, mientras en la 

motocicleta ello no queda precisado (folios 14-18 cuaderno principal).  

 

En la parte de croquis o bosquejo topográfico, se observa que la moto iba 

por su carril y que fue quien guiaba el automóvil el que viró a la izquierda 

sobrepasando la línea doble amarilla, lo que indudablemente infracciona 

normas de tránsito como son los artículos 55, 60, 61, 66 y 67 de la ley 769 

de 2002, tal como lo indicó la decisión penal atrás señalada. Es más, sobre 

ello no volveremos, pues la responsabilidad de la conductora demandada, 

como se expuso, quedó suficientemente dilucidada, lo cual tiene efectos de 

cosa juzgada sobre la presente sentencia.  

 

Ahora, si bien la correspondiente decisión dimanada de la autoridad de 

tránsito, dispuso no endilgar responsabilidad alguna a los conductores 

intervinientes en el accidente de marras (folio 98 cuaderno principal), 

también lo es que se presentan elementos que permiten advertir la concausa 

alegada, tal como se continúa exponiendo.  

 

En primer lugar relacionado con la conducta de la víctima directa, y que 

constituye violación a la normatividad de tránsito, consistente en que  para 

el momento del accidente este no tenía licencia de conducción, tal y como 

lo admitieron los demandantes; y es que según establece el artículo 18 del 

Código Nacional de Tránsito, la licencia de conducción habilita a las 

personas para conducir vehículos automotores, es decir, que desde lo 

institucional es una aproximación a la idoneidad del conductor, y su no 

cumplimiento da lugar a sanción establecida como “D.1.” en el artículo 131 

idem. 
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La no satisfacción del requisito en mención permite vislumbrar impericia de 

la víctima directa, porque a pesar que los demandantes señalaron que 

conducía motocicleta desde los 14 años de edad,  ello aparte de develar 

incuria en el cuidado familiar (artículo 10 ley 1098 de 2006), demuestra el 

incumplimiento del certificado de aptitud estatal para conducir, el que  solo 

se prueba con la autorización debidamente expedida por la autoridad de 

tránsito, sin que pueda ser remplazada por una afirmación, dando cuenta del 

desconocimiento de las normas de tránsito. 

 

Y es que claro que la conducta de la conductora codemandada contribuyó 

al resultado, pero también que su contraparte manejara un vehículo sin 

cumplir los mínimos requisitos; es más, como menor de edad y sin ningún 

tipo de habilitación, no tendría que estar realizando la actividad señalada, 

razón por la cual la Sala coincide con la concausa advertida por la primera 

instancia, y en tal sentido el fallo será mantenido.  

 

Refuerza la anterior idea la declaración rendida ante en la autoridad de 

Tránsito por el mismo lesionado quien indicó que no tenía pase, así como lo 

expuesto ante el mismo ente por YESICA PRECIADO SEPÚLVEDA y LUIS 

RAMIRO PÉREZ SOSSA quien refirió a la alta velocidad del motociclista, lo 

que si bien no es confrontable frente a las leyes de la física ni mucho menos 

con las normas de tránsito, si hace ver que la condición no era lo más 

cuidadosa posible.  

 

Es más, sobre la condición de motociclista del lesionado, este expuso en las 

presentes (Archivo 062018-0489), que conduce motocicleta desde los 10 

años, su hermano FEDERICO  le enseñó, y que sus padres sabían que 

realizaba tal actividad y le decían “que lo hiciera con cuidado”, lo que es 

corroborado por JHON JAIRO LOPERA  (Archivo 01.2018-469) y la misma 

NURY ELENA NARANJO MARTÍNEZ (Archivo 07.2018-0489), padres estos 

del entonces menor. 
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Por su lado FEDERICO LOPERA NARANJO (Archivo 03.20180489), 

también hermano de JACOBO, dijo que este conducía moto sin licencia. 

 

Concluyendo parcialmente, la licencia de conducción como documento 

público, “de carácter personal e intransferible expedido por autoridad 

competente… autoriza a una persona para la conducción de vehículos…” 

(artículo 2º C.N. de T.T.), no es un simple requisito formal, pues cuando el 

Estado la expide ha verificado que el autorizado cumple los requisitos de ley 

y es idóneo para la actividad en términos de “aptitud física, mental y de 

coordinación motriz”, pues así lo deja en claro el artículo 19 de tal 

ordenamiento, donde tratándose de una actividad regulada la misma queda 

en entredicho en lo que concierne al codemandante lesionado. 

 

No tener licencia de conducción deja en duda la capacidad física, mental y 

motriz del conductor, lo que resulta relevante en las presentes, máxime 

cuando se guiaba un vehículo por parte de un menor de edad.   

 

Por todo ello, se reconocerá la concausa en la proporción advertida por el a 

quo.  

 

 

DE LA INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS:  

 

 

Superado lo anterior en lo relativo a la coparticipación en la producción del 

resultado, nos adentramos en el segundo grupo de problemas jurídicos que 

se plantearan y que están relacionados con la indemnización de perjuicios.  

 

 

Del lucro cesante futuro: 
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Entonces, sobre si es factible reconocer el lucro cesante a la víctima directa 

ya que este al momento del suceso era menor de edad, pues fue un rubro 

no reconocido por el a quo, sobre una situación similar a la que nos ocupa, 

la Corte Suprema de Justicia en reciente precedente, indicó:  

 

“3. En cuanto a la tasación de los perjuicios patrimoniales, objeto de censura por 

parte de Mapfre Seguros así como de la Clínica Nuestra Señora de los Remedios, 
fueron dos los conceptos estimados en el fallo apelado: el lucro cesante a favor de 
Gabriela García Chávez y el daño emergente futuro reconocido para sus 
progenitores. 
 
“3.1. Respecto al primero, tampoco se evidencia yerro en la mensura realizada por 
el juzgado de primera instancia, en razón a que dicho estrado judicial se fundó en 
la probabilidad de vida de la aludida demandante, así como la aptitud laboral que 
hubiera ostentado al cumplir la mayoría de edad, y aplicó el salario mínimo legal 
mensual. 
 
“Denegar esa prestación porque se desconoce cuál sería el rol laboral que en su 
mayoría de edad hubiera desempeñado Gabriela García Chávez, como lo asevera 
la apelación, implicaría hacer nugatoria toda tasación de lucro cesante, no obstante 
ser cierto que en el devenir de los tiempos cualquier situación pudo presentarse en 
dicho campo laboral. 
 
“Por ende, se impone partir de que todo ser humano trabajaría de forma fructífera, 
en desarrollo del principio de reparación integral reconocido normativamente en el 
artículo 16 de la ley 446 de 1998, el cual ordena «que al afectado por daños en su 
persona o en sus bienes, se le restituya en su integridad o lo más cerca posible al 
estado anterior…, y por eso, acreditada la responsabilidad civil, el juez ‘tendrá que 
cuantificar el monto de la indemnización en concreto, esto es que habrá de tomar 
en consideración todas las circunstancias específicas en que tuvo lugar el daño, su 
intensidad, si se trata de daños irrogados a las personas o a las cosas, y la forma 
adecuada de resarcir el perjuicio’ (CSJ SC, 18 dic. 2012, Rad. 2004-00172-01)» 
(SC22036, 19 dic. 2017, rad. n.° 2009-0014-01). 
 
“Así lo dejó sentado esta Corporación, al señalar: 
 
““Demostrado, entonces, que se causaron perjuicios no se puede dictar fallo 
exonerando de la condena bajo el argumento de que no obra demostración de la 
cuantía del mismo ni tampoco se puede morigerar o amainar su monto predicando 
de manera simple y rutinaria que no hay forma de acreditar una superior, razón por 
la cual tiene que acudirse a deducir como retribución por los servicios prestados la 
correspondiente al ‘salario mínimo legal’. (SC de 21 oct. 2013, rad. 2009-00392-01). 
 
“Obviar esta obligación «desconoce la existencia de [esta] capacidad… en toda 
persona humana que como atributo indestructible forma parte de su misma 
sustantividad existencial. La plena capacidad cordial (incluyendo la mental, puesto 
que concebidos al hombre como un ser único e indiviso) y por lo tanto, su habilidad, 
siempre entraña la posibilidad de que luchará y buscará la forma de obtener, así 
sea, exclusiva y egoístamente su propio sustento para sobrevivir sin solidaridad con 
su familia» (SC16690, 17 nov. 2016, rad. n.° 2000-00196-01). 
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“Por lo tanto, no es menester exigir al afectado que demuestre el desarrollo de un 
laborío redituable para acceder a su pretensión, basta con encontrar acreditada la 
pérdida de su capacidad laboral -temporal o permanente-, salvo que su aspiración 
sea una tasación mayor, por cuanto: 
 
“(I) Las reglas de la experiencia indican que una persona adulta, concluido el débito 
alimentario, realiza actividades redituables como mecanismo para garantizar su 
sustento personal;  
 
“(II) Existe un daño virtual cuando se tiene certeza sobre su ocurrencia futura, 
inferido del curso normal de los acontecimientos, el que es susceptible de ser 
reparado, aunque en la actualidad no se haya materializado;  
 
“(III) El daño virtual no es equiparable al hipotético, en tanto no depende del azar, 
sino que su ocurrencia está diferida al paso del tiempo en condiciones de 
normalidad; y 
 
“(IV) La extensión del deber alimentario, por un hecho imputable a un tercero, debe 
comprometer la responsabilidad de este último, siempre que se origine en una 
actuación contraria al ordenamiento jurídico.  
 
“Sigue de lo expuesto que, del curso normal de los acontecimientos, era predecible 
que Gabriela García Chávez ingresara a la vida laboral y, por tanto, cesara el débito 
de alimentos a cargo de sus progenitores, situación que se vio truncada por las 
afectaciones neurológicas que padece, siendo deber de la EPS y la IPS accionadas 
el pago de los perjuicios ocasionados, equivalentes a lo que obtendría mínimamente 
la menor demandante al laborar y subsistir con su trabajo. 
 
“En consecuencia, en este aspecto tampoco son prósperas las inconformidades 
expuestas por las demandadas y la llamada en garantía.”. Sala Civil, sentencia 
SC3919-2021. Radicado 66682-31-03-003-2012-00247-01. 8 septiembre de 2021. 

 

Del anterior precedente queda claro que la expectativa laboral de una 

persona que no ha iniciado su edad productiva, es factible que se evalúe y 

reconozca, pues hace parte de su desarrollo como ser humano. 

 

Entonces, demostrada la mengua de la capacidad laboral, emerge el 

reconocimiento del lucro cesante futuro, el cual será considerado desde el 

momento en el que la víctima directa comenzará su actividad productiva, que 

según la Corte, es cuando cesen los alimentos a proveer, esto es a partir 

que el lesionado cumpla veinticinco (25) años de edad6.  

                                                 
6 Sobre este límite temporal, la jurisprudencia ha expresado: “Contrario sensu, Paola Andrea 

Boxiga Acero, demostrada su dependencia económica del padre, además obligado a suministrarle 

alimentos, tiene derecho cierto al resarcimiento del daño patrimonial en la modalidad de lucro 

cesante hasta completar los 25 años de edad, y no su mayoría de edad - como señala el perito-, “ya 

que conforme a la doctrina sentada por esta Corporación, en esa edad -25 años- ordinariamente 

se culmina la educación superior y se está en capacidad de valerse por sí mismo” (cas. civ. 

sentencia de 22 de marzo de 2007, reiterando el criterio de las sentencias de 18 de octubre de 2001, 
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En estos términos, según dictamen dimanado de la Junta Regional de 

Calificación  de Invalidez de Antioquia realizado el 13 de junio de 2018 con 

fecha de estructuración  el 4 de enero de 2015 (folio 197 principal), experticia 

dirigida a la Fiscalía General de la Nación, en él se advierte que la pérdida 

de capacidad laboral del joven JACOBO como producto del accidente de 

marras, es del 48.96%. 

 

Pero ahora, ¿tal estudio es oponible a las presentes?. Considera la Sala que 

sí, en la medida que fue parte del proceso penal que se ha considerado y 

que cerró cualquier discusión sobre la responsabilidad de la conductora 

demandada, entonces no hay razón para que uno de los elementos que 

hicieron parte de esas discusiones sea descartado en las presentes, por lo 

que si el mismo fue puesto en conocimiento de la parte accionada, entonces 

la misma tuvo la oportunidad de controvertirlo a través de los mecanismos 

legalmente establecidos, y si no lo hizo, la parte actora está llamada a recibir 

los efectos jurídicos perseguidos.  

 

Entonces, el lucro cesante a estimar será el futuro, pues si la víctima directa 

nació el 24 de junio de 2000 (folio 109 cuaderno principal), la edad que se 

ha considerado y a partir de la cual percibirá ingresos, es el 24 de junio pero 

de 2025, por lo que es desde esta fecha hasta la expectativa de vida que se 

reconocerá lo pertinente.  

 

Para su liquidación consideraremos el salario mínimo legal mensual vigente 

($1’000.000,oo, Decreto 1724 de 2021), atendiendo la esperanza de 

                                                 

5 de octubre de 2004 y 30 de junio de 2005, iterada en sentencia de 18 de diciembre de 2009, exp. 

05001-3103-010-1998-00529-01), período de tiempo inferior a la supervivencia probable de 51,04 

años equivalentes a 612,48 meses (tablas de mortalidad, fls. 202-215, cdno. 1) del ingeniero, quien 

nació el 24 de octubre de 1972 (registro civil, fl. 13, cdno. 1) y murió a la edad de 25 años (25, 5 

meses y 7 días años) el 1° de abril de 1998 (partida de defunción, fl. 14, cdno. 1)… “Paola Andrea, 

nació el 10 de mayo de 1996 (fl. 18, cdno. 1), tenía un año, diez meses y veinte días, o sea, 23 

meses de edad al morir su padre, cumple los veinticinco años, el 10 de mayo de 2021, por tanto el 

período indemnizable es de 277 meses, de los cuales, 142 meses se liquidarán como lucro cesante 

consolidado, desde el 1° de abril de 1998 hasta el 28 febrero de 2010, y los restantes 135 meses a 

título de lucro cesante futuro.”. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA CIVIL. 9 de julio de 

2010. Exp. 11001-3103-035-1999-02191-01 
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existencia del perjudicado, previa deducción del valor del interés civil por 

haberse anticipado ese capital, donde el monto será reducido al 48.96%, que 

fue el porcentaje de pérdida  de capacidad laboral, para finalmente ajustarlo 

en un 50% dado el grado de participación de la víctima directa. 

 

Para el efecto ha de aplicársele la Resolución No. 110 de 2014 expedida por 

la Superintendencia Financiera de Colombia, por lo que la expectativa de 

vida del lesionado conforme tal acto administrativo es de 52.9 años, lo que 

equivale a 634,8 meses para efectos de lucro cesante futuro.  

 

Lucro cesante futuro: “VA = LCM x An” 

 

Donde: “VA   =  valor actual del lucro cesante futuro” 

  “LCM =  lucro cesante mensual” 

 

(1+ i ) n -1 

An ---------------------- 

i (1+i ) n 

 

     An   20,8036 

      0,1061 

 

Siendo:  “n = Número de meses de incapacidad futura”. Exponencial. 

“i  = Tasa de interés puro o equivalente 0.004867 mensual  

 

$1’000.000,oo7 X 196,07548 = $196’075.400,oo 

 

Tal cantidad será reducida al 48.96%, que fue el porcentaje de pérdida de 

capacidad laboral arrojando $95’998.515,84, lo que dada la participación de 

                                                 
7 Se considera el salario a devengar como se argumentó, o sea, el mínimo legal. 
8 Este factor se obtiene de desarrollar la fórmula, donde para efectos de la edad de 25 años, por lo 

que su vida probable adicional es de 52.9 años, lo que equivale a  634,8 meses, resultado como 

factor 196,0754. 
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la víctima en un 50%, como lucro cesante futuro queda en $47’999.257,92, 

siendo esta la suma a reconocer y sentido en el cual se reformará la 

sentencia atacada.  

 

 

De los perjuicios morales:  

 

 

El problema jurídico correspondiente al intitulado, se formuló así: ¿El 

reconocimiento de perjuicios morales a los demandantes tiene justificación 

según las pruebas recaudadas, y su tasación se aviene a los precedentes 

proferidos en la materia? 

 

Sobre este punto, el actor en la sustentación dijo que el perjuicio moral frente 

a todos, debe ser reconocido, pues en relación a las víctimas directas se 

acreditó la estrecha relación afectiva con el lesionado físico, mientras que 

respecto a este se probó “la dimensión  e intensidad de las lesiones”. 

 

Por su parte, los demandados con diferentes palabras pero en similar 

sentido, indicaron que tal tasación excede lo reconocido por la 

jurisprudencia, además que frente a los hermanos del lesionado no se 

demostró que exista una relación profunda, por lo que su afectación que 

tuvieron fue poca, lo cual e iterado por la demandada-conductora.  

 

Sobre el punto ha de recordarse que el a quo en cuanto al rubro en mención, 

ya aplicada la concausa, para JACOBO LOPERA NARANJO estableció 

cincuenta (50) S.M.L.M.V., mientras para NURY ELENA NARANJO y JOHN 

JAIRO LOPERA LONDOÑO de a veinte (20) de tales unidades, y ya en 

relación a FEDERICO y DANIEL LOPERA NARANJO, fue de a cinco (5)  de 

tales raseros.  

 



34  05001 31 03 016 2018 00489 01 

 

 

  

Pues bien, frente a la fijación de los perjuicios morales, la Corte Suprema de 

Justicia ha considerado que provienen de una presunción judicial cuya 

prueba dimana del razonamiento o inferencia del juez, proviniendo las 

deducciones de una fuerza demostrativa que se  establece en las máximas 

de las experiencia, sin que puedan llegar a considerarse como absolutas, 

pues es posible desvirtuar tal presunción. Por lo anterior, tal Corporación en 

Sentencia del 11 de mayo del 2017 (radicado 11001-02-03-000-2017-00405-

00), sostuvo: 

 

“Es que, cabe reiterar, para los primeros el juzgador debe hacer un estudio 
ponderado de su valor, acorde con las circunstancias de cada caso y la 
jurisprudencia sobre la materia, en aras de determinar en forma razonable, a su 
prudente arbitrio (arbitrium iudicis), una suma o prestación económica que 
compense la afectación que pudo haber sufrido la persona que reclama el 
resarcimiento, por el detrimento correspondiente.   
 
“Criterio de la Corte que descansa en la concepción jurídica del daño moral, que no 
tiene una valoración pecuniaria, en sentido estricto, pues al pertenecer a la siquis 
de cada persona es inviable de valorar al igual que una mercancía o bien de capital, 
justamente porque los sentimientos carecen de apreciación monetaria, frente a lo 
cual lo único que puede hacerse es otorgar al afectado una prestación de valor 
económico, tan sólo para compensarle el dolor -pasado, presente o futuro-, es decir, 
que pueda mitigarle en cierta medida el sufrimiento.   
 
“De ahí que sea razonable estimar, por un lado, que en cada caso el juez realice 
una valoración concreta de la congoja del afectado, con la debida objetividad, y le 
otorgue una prestación económica equitativa, y por otro lado, que no parece 
apropiado que las partes puedan estimar el valor económico de su propio 
sufrimiento, ya que eso iría en contravía de la naturaleza especial del perjuicio 
inmaterial o espiritual, que escapa al ámbito de lo pecuniario.  Por esas razones, 
esta Corporación ha considerado que labor semejante compete al juez, aunque 
dentro de unos topes o límites, cuando cabe la condena por ese aspecto.” 

 

En lo que corresponde a la indemnización deprecada por concepto de 

perjuicios extrapatrimoniales –daño moral-, la Sala advierte que lo dispuesto 

por el a quo en ejercicio del arbitrio iudicis, en cuanto al lesionado directo 

rebasa los límites impuestos por la jurisprudencia, pues el hasta ahora 

dispensado como máximo quantum supone dolores irreparables, v. gr. la 

muerte, por lo que dado el sufrimiento sufrida por la víctima directa, la Sala 

gradúa lo pertinente en ochenta (80) S.M.L. M.V., los que se reducirán a la 

mitad dada la concausa advertida.  
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Otra cosa sucede respecto a los demás familiares demandantes, padres y 

hermanos, de los que la Sala los tiene como adecuadamente tasados, pues 

tal afectación en los mismos se presume, así como de tal manera se deriva 

de las reglas de la experiencia, y si los demandados querían desvirtuar tal 

situación, debieron probar lo pertinente, y si no lo hicieron, en este sentido 

no podrán percibir el efecto jurídico de demandan.  

 

Y es que no debe olvidarse que las lesiones sufridas por el lesionado directo 

fueron:  

 

 “… Deformidad física que afecta el rostro de carácter permanente; Deformidad 
física que afecta el cuerpo de carácter permanente; Perturbación  funcional de 
órgano  de la masticación por las pérdidas y fracturas dentales  inferiores de carácter 
permanente; Perturbación funcional del órgano de la marcha por artrosis y 
limitaciones  de miembros inferiores de carácter permanente; Perturbación  
funcional de miembro inferior derecho por fracturas y artrosis rodilla y tobillo de 
carácter permanente; Perturbación funcional de miembro inferior izquierdo por la 
neuropatía con denervación muscular de músculos de pierna de carácter 

permanente;” ver conclusión Informe Instituto de Medicina Legal folio 205 principal9.  
 

Entonces, tales tipos de lesiones, sin lugar a dudas generan sufrimiento 

subjetivo, que si quería ser desvirtuado por el demandado, debió proceder 

de conformidad, por lo que en este punto, respecto a los familiares del 

lesionado, se confirmará el resarcimiento moral que dispusiera la primera 

instancia.   

 

 

Del daño a la vida en relación10:  

 

 

                                                 
9 Así mismo, de la historia clínica aportada y que figura en el cuaderno principal, se tiene que 

JACOBO LOPERA NARANJO presentó trauma en cara con fractura abierta expuesta de maxilar 

superior e inferior con fractura dentaria múltiple, fractura expuesta del arco cigomático con trauma 

en región ciliar derecha con hematoma subgaleal derecho con heridas múltiples en torax izquierdo, 

con laceraciones múltiples en región del pectoral izquierdo, con fractura abierta en rodilla derecha 

con exposición ósea de tejidos tendones, con edema dolor a la movilización, con pulsos pediales 

disminuidos. 
10 El correspondiente problema jurídico se formuló así: ¿fueron adecuados los criterios para el 

reconocimiento del perjuicio por daño a la vida de relación? 
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Ello fue cuestionado por la codemandada ZAPATA MORA en cuanto a su 

monto, donde en la sustentación indicó que lo concedido sobre el particular 

desconoce la rehabilitación satisfactoria del lesionado, quien se ha 

reincorporado a su vida normal, e incluso se le ha visto manejando moto.  

 

Entendida la vida en relación como: 

 

“3.- Desde luego, el daño a la vida de relación o perjuicio de agrado es otra variedad 
de daño extrapatrimonial. Sobre el particular, son abundantes los pronunciamientos 
de la jurisprudencia mayor. Se recibe, como la imposibilidad del ejercicio regular de 
actividades ordinarias de recreo, sosiego o regocijo. Es, pues, la privación “de los 
placeres que la víctima podía esperar de una vida normal”. De manera concreta, el 
daño se presenta como la “carencia de las ventajas o disfrutes de una vida ordinaria 
o normal.” Esto es, sobre la vida de la víctima se impone “una disminución de los 
placeres y parabienes, por la dificultad o imposibilidad de entregarse a plurales 
actividades de gozo.” En una palabra, “es la mutilación de los placeres de la 
existencia.”  

 
“Algunas de sus características son las siguientes. Primero, «ha adquirido un 
carácter distintivo, ajustado a las particularidades de nuestra realidad social y 
normativa» (SC10297, 5 ag. 2014, rad. n.° 2003-00660-01). Segundo, corresponde 
a la privación, disminución, “pérdida” del agrado, causado por la imposibilidad de 
realización de actividades ordinarias. Tercero, esta imposibilidad es, en principio, 
funcional  -empero, también podría ser física o psicológica-. Cuarto, las más de las 
veces, el daño es vitalicio. Quinto, “constituye una afectación a la esfera exterior de 
la persona.” (SC-1997-09327-01, 13 may. 2008). Es decir, con él se comprometen 
los padecimientos de  «la relación externa de la persona» (SC22036, 19 dic. 2017, 
rad. n.° 2009-00114-01). Sexto, como acontece con el daño moral, su cálculo ha 
sido “confiado al discreto arbitrio de los funcionarios judiciales.” (SC-2003-0066001, 
5 agos. 2014). Séptimo, por tratarse de un daño extrapatrimonial, con respecto a él 
se ofrece “un mecanismo de satisfacción, por virtud del cual se procure al 
perjudicado, hasta donde sea factible, cierto grado de alivio, sosiego y bienestar que 
le permita hacer más llevadera su existencia.” (SC-1997-09327-01, 13 may. 2008). 
Por lo demás, a nivel probatorio, el juez podría apoyarse en “hechos notorios, los 
que -se resalta- deben examinarse en cada caso concreto por el funcionario judicial 
con miras a evitar su uso desbordado e injusto” (SC4803, 12 de dic. 2019, 

expediente 73001-31-03- 002-2009-00114-01).”.  
 

De tal manera, el perjuicio en referencia que es autónomo, debe reconocerse 

en el evento que sea probado, y en las presentes, los perjuicios ocasionados 

con el accidente de marras, indudablemente influyen en el disfrute de la vida 

del lesionado, quien a la edad que sufrió el accidente, las solas deformidades 

permanentes que se le produjeron con el accidente, altera y alterará su 

existencia, así como la manera de relacionarse con los demás.  
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Ello de por sí, justifica en reconocimiento en estudio, donde el hecho que 

hubiera vuelto a manejar motocicleta, no desdibuja los atribuidos daños, por 

lo que lo reconocido y en el monto que se hizo, está llamado a mantenerse.  

 

 

Del juramento estimatorio:  

 

 

Finalizando la respuesta de los problemas jurídicos presentados y 

despachados los reparos que se presentaran a la sentencia atacada, en lo 

concerniente a la pregunta ¿procedía en las presentes la sanción prevista 

ante la pifia del juramento estimatorio?, de lo que la recurrente arguyó que  

faltó pronunciamiento sobre la sanción del juramento estimatorio, dado que 

no se concedió lo solicitado por lucro cesante. 

 

El primer lugar, sobre el  juramento estimatorio, el artículo 206 del C. G. del 

P., prevé:  

 

“Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, compensación o el pago 
de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente bajo juramento en la demanda 
o petición correspondiente, discriminando cada uno de sus conceptos. Dicho 
juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía no sea objetada por la parte 
contraria dentro del traslado respectivo. Solo se considerará la objeción que 
especifique razonadamente la inexactitud que se le atribuya a la estimación. 
 
“Formulada la objeción el juez concederá el término de cinco (5) días a la parte que 
hizo la estimación, para que aporte o solicite las pruebas pertinentes. 
 
“Aun cuando no se presente objeción de parte, si el juez advierte que la estimación 
es notoriamente injusta, ilegal o sospeche que haya fraude, colusión o cualquier otra 
situación similar, deberá decretar de oficio las pruebas que considere necesarias 
para tasar el valor pretendido. 
 
“Si la cantidad estimada excediere en el cincuenta por ciento (50%) a la que resulte 
probada, se condenará a quien hizo el juramento estimatorio a pagar al Consejo 
Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, o quien 
haga sus veces, una suma equivalente al diez por ciento (10%) de la diferencia entre 
la cantidad estimada y la probada. 
 
“El juez no podrá reconocer suma superior a la indicada en el juramento estimatorio, 
salvo los perjuicios que se causen con posterioridad a la presentación de la 
demanda o cuando la parte contraria lo objete. Serán ineficaces de pleno derecho 
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todas las expresiones que pretendan desvirtuar o dejar sin efecto la condición de 
suma máxima pretendida en relación con la suma indicada en el juramento. 
 
“El juramento estimatorio no aplicará a la cuantificación de los daños 
extrapatrimoniales. Tampoco procederá cuando quien reclame la indemnización, 
compensación los frutos o mejoras, sea un incapaz. 
 
“Parágrafo.  También habrá lugar a la condena a la que se refiere este artículo a 
favor del Consejo Superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, o quien haga sus veces, en los eventos en que se nieguen las pretensiones 
por falta de demostración de los perjuicios. En este evento, la sanción equivaldrá al 
cinco por ciento (5%) del valor pretendido en la demanda cuyas pretensiones fueron 
desestimadas. 
 
“La aplicación de la sanción prevista en el presente parágrafo solo procederá 
cuando la causa de la falta de demostración de los perjuicios sea imputable al actuar 
negligente o temerario de la parte.” 

 

Pues bien, de la norma queda claro que el juramento estimatorio está 

circunscrito a indemnizaciones, compensaciones, o pago de frutos o 

mejoras, donde en el caso en estudio se reclamó en la demanda por lo 

primero, es decir, a daños patrimoniales, pues la misma norma transcrita 

indica que ella no aplica a la cuantificación de los daños extrapatrimoniales.  

 

Entonces, si las indemnizaciones son reconocidas mediante la decisión que 

aquí se profiere, debe considerarse que en la demanda se presentó 

juramentadamente el monto de $87’553.532,oo, y lo que se reconoce en 

este fallo son 95’998.515,84, donde ellos se reducen en un 50% debido a la 

concausa advertida, pero es esta suma la que se estima como perjuicio 

material, por lo que no se satisface el supuesto consistente en que lo que se 

estimó excede el cincuenta por ciento (50%) de lo que se probó, 

concluyéndose que no hay lugar a sanción alguna sobre el particular.  

 

 

DE LAS COSTAS 

 

 

El artículo 365 del C. G. del P., establece que la parte vencida en juicio  y a  

la que se le resuelva de forma desfavorable el recurso de apelación, entre 

otros,  será condenada en costas, donde en las presentes, si bien el actor 
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ha logrado el reconocimiento de los perjuicios reclamados, solo fue en la 

mitad de lo que solicitó, además que la accionada ha logrado disminuir el 

quantum de lo que se le hubiera reconocido al lesionado directo como 

perjuicios morales, lo que nos lleva a aplicar lo previsto en el numeral 5º del 

artículo en cita, entonces, ante la prosperidad parcial de las apelaciones, 

hace que no se imponga tal reconocimiento en lo que a esta instancia 

corresponde. 

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil del Tribunal Superior de Medellín, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: MODIFICAR el literal “A” del acápite SEGUNDO de la parte 

resolutiva de la sentencia calendada el catorce (14) de enero 

de dos mil veintidós (2022), proferida por el Juzgado Dieciséis 

Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, para adicionar un 

numeral “3.” en la misma y que diga por “Por concepto de lucro 

cesante futuro, CUARENTA Y SIETE MILLONES 

NOVECIENTOS NOVENTA Y NUEVE MIL DOSCIENTOS 

CINCUENTA Y SIETE PESOS CON NOVENTA Y DOS 

CENTAVOS M/CTE ($47’999.257,92)”; mientras que el 

numeral “1.” del mismo literal y de tal acápite, quedará así: “1. 

Por concepto de daño moral, el equivalente a cuarenta (40) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento del 

pago.” 

 

SEGUNDO: En lo demás se CONFIRMA el fallo cuestionado. 
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TERCERO:  Sin CONDENA en costas en esta instancia. En firme lo 

decidido, vuelva el expediente al Despacho de origen para lo 

de su cargo.  

 

Esta decisión se notifica por estados. 

 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

            

 

 

         

SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ          MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

   MAGISTRADO      MAGISTRADO 

 


